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ACTA SESIÓN Nº 2/16
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(24 de febrero de 2016)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez – Conde y bajo la Presidencia del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Luis Ángel González Agüero a partir del asunto de Medio Ambiente B.3.1, con la asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Vicepresidente:

· D. Luis Ángel González Agüero - Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid

Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:

· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento

· Dª Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 

· D. Leopoldo Cortejoso García - Servicio Territorial de Cultura.

· D. Silvia Juez Juárez - Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo.

· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

· Dª María Victoria Diez Arce. Servicio Territorial de Sanidad

Centro Directivo en materia de Prevención Ambiental

·  D. Alejandro Meana Gutiérrez

Centro Directivo en materia de Urbanismo

· Dª Mercedes Casanova Roque

Representante de la Diputación Provincial:

· D. Luis Torroglosa Martínez
Representante de sindicatos:
· Dª. Blanca Casado Placer.
Representante de asociaciones empresariales:

· D. Alberto López Soto
Representante de organizaciones agrarias:

· D. Gregorio Sanz Muñoz

Representante de ONGS:
· Don Miguel Ángel Ceballos Ayuso

Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:

· Don Ricardo de la Cal Santamaría

Representante del colegio de secretarios:
· Don Francisco Ginés Ortiz Barriuso

Vocalías de libre designación:
· Don Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: Dª. Pilar Antolín Fernández, Dª. Raquel Pisonero Borge, Dª. Noelia Casado Alvarez, D. Francisco Javier Caballero Villa, D. José María Feliz de Vargas Pereda, técnicos de la Delegación Territorial.

Invitados: Don Carlos J. Moreno Montero (representante de la Comisión intercolegial de ingenieros industriales

Secretaria: Doña Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 27 de enero de dos mil dieciséis, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- CORRECCION DE ERRORES PLAN GENERAL DE ORDENACION URBANA.- PEÑAFIEL.- (EXPTE. CTU 3/08).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta minutos, no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 21 de diciembre de 2015, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 22 de diciembre del mismo año, completada con la registrada el 15 de febrero de 2016 tras el pertinente requerimiento, el Ayuntamiento de Peñafiel, solicita de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid la corrección de errores materiales detectados en el PGOU vigente, aprobado de forma parcial por la CTU en sesión de 25 de septiembre de 2012.


SEGUNDO.- El instrumento de planeamiento general vigente con anterioridad a la actual Revisión era el Plan General de Ordenación Urbana aprobado definitivamente por la Comisión Territorial de Urbanismo el 30 de julio de 1999. En la sesión de la Comisión Territorial de Urbanismo de fecha 25 de septiembre de 2012 se aprueba de forma parcial la Revisión y Adaptación del Plan General de Ordenación Urbana, completándose con la aprobación definitiva de parte de los suelos suspendidos, en dos sesiones de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de fechas 27 de septiembre de 2013 y 26 de noviembre de 2014.


TERCERO.-Durante la vigencia de la Revisión y Adaptación del Plan General de Ordenación Urbana se han detectado un error material en el plano PO.2-4 consistente en la incorrecta posición de la alineación a la Avda o Ctra de Soria que afecta a 7 parcelas catastrales (63620/17, 63620/16, 63620/13, 63620/12, 63620/37, 63620/38 y 63620/11) y a 2 accesos a viales públicos (calle del Almendro y Plaza de la Flor), derivando en otros pequeños errores, que son los que recoge el documento que se tramita a fin de proceder a su subsanación por parte de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.


CUARTO.- La justificación del Ayuntamiento a la consideración de error es que “la redacción del planeamiento general actualmente vigente en Peñafiel (PGOU aprobado definitivamente en el año 2012) fue, básicamente, la adaptación del Plan General del año 1999 a la normativa urbanística autonómica , más que la de acometer su revisión propiamente dicha, de manera que los contenidos reflejados en el citado PGOU de 1999 y, en su caso, el desarrollo de sus previsiones, constituyen elementos a tener en cuenta a la hora de analizar la corrección que se propone y, en consecuencia, considerar como “error material” las circunstancias que motivan dicha corrección.”

La justificación realiza un breve recorrido hístorico a través de los planos de ordenación de los PGOU anteriores al vigente en las parcelas afectadas:

· En el PGOU de 1988 (Aprobación definitiva en octubre de 1990) en el plano de ordenación 3.1 establece una alineación fijada y acotada a 33,00 m del eje de la Avda o Ctra de Soria, generando en la parcela catastral 63620/17 un ámbito en situación de “fuera de ordenación” de parte de una edificación ya existente datada del año 1958. Junto a esta edificación, se observa un ámbito “edificable” en terrenos expropiados en su momento para la apertura de la Avda. o Ctra. de Soria, que ya se dibujan como vía de servicio. Con esta alineación se construyeron las edificaciones de las parcelas catastrales 63620/13 y 63620/11 en 1988 y 1998 respectivamente.

· En el PGOU de 1999 (Aprobación definitiva en julio de 1999), en el plano de ordenación O.4 se mantiene la alineación establecida por el PGOU de 1988 con la consiguiente permanencia del ámbito “fuera de ordenación” de la parcela catastral 63620/17 y de la asignación de “edificable” del terreno ya expropiado para uso viario. Con esta alineación se construyeron las edificaciones de las parcelas catastrales 63620/12 y 63620/16 en 2002 y 2007 respectivamente.

· El PGOU de 2012 (Aprobación definitiva en septiembre de 2012) no propone la modificación ni de las condiciones ni de las alineaciónes señaladas para la zona en el anterior PGOU de 1999, utilizando para su redacción la base catastral-cartográfica que refleja ajustes en la línea de bordillo. Al trasladar la alineación a la Avda o Ctra de Soria, se dibuja mediante una línea paralela a la del bordillo en lugar de paralela al eje de la Avda o Ctra de Soria, tal y como debería haberse mantenido. Este error genera que la línea de fondo edificable tambien esté igualmente desplazada, así como otros pequeños errores de alineación en la delimitación de antigüo PERI-1 (actual SUNC-17) y en el patio de una de las viviendas de la parcela catastral 63620/16. Sin embargo corrige suprimiendo el carácter edificable del terreno ya expropiado para uso viario.


Por todo lo anteriormente expuesto parece evidente que nos encontramos ante un simple error gráfico o “error material” derivado de un error de traslación o transcripción de las alineaciones fijadas en los documentos PGOU de 1988 y 1999, al afectar únicamente a documentación gráfica y no a documentación escrita.


QUINTO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- El cauce formal que hay que observar para la corrección es el de la rectificación de errores materiales, aritméticos o de hecho del artículo 105.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, que literalmente reza: “Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos”.   


SEGUNDO.- El Tribunal Supremo se ha pronunciado en cuanto a los requisitos que deben concurrir para la aplicación de este mecanismo de rectificación recordando que la doctrina jurisprudencial tiene establecido al respecto que el error material o de hecho se caracteriza por ser ostensible, manifiesto e indiscutible, implicando por sí solo la evidencia del mismo, sin necesidad de mayores razonamientos y exteriorizándose por su sola contemplación, por lo que para poder aplicar el mecanismo procedimental de rectificación de errores materiales o de hecho se requiere que concurran, en esencia, las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de simples equivocaciones elementales de nombres, fechas, operaciones aritméticas o transcripciones de documentos.

b) Que el error se aprecie teniendo en cuenta, exclusivamente, los datos del expediente administrativo en el que se advierte.

c) Que el error sea patente y claro, sin necesidad de acudir a interpretaciones de normas jurídicas aplicables.

d) Que no se proceda de oficio a la revisión de actos administrativos firmes y consentidos.

e) Que no se produzca una alteración fundamental en el sentido del acto (pues no existe error material cuando su apreciación implique un juicio valorativo o exija una operación de calificación jurídica).

f) Que no padezca la subsistencia del acto administrativo, es decir, que no se genere la anulación o revocación del mismo, en cuanto creador de derechos subjetivos, produciéndose uno nuevo sobre bases diferentes y sin las debidas garantías para el afectado, pues el acto administrativo rectificador ha de mostrar idéntico contenido dispositivo, sustantivo y resolutorio que el acto rectificado, sin que esté permitido a la Administración, so pretexto de su potestad de rectificación de oficio, encubrir una auténtica revisión, porque ello entrañaría un fraude de Ley constitutivo de desviación de poder


TERCERO.- El propio Tribunal Supremo pone de manifiesto la diferencia entre el error de derecho y el mero error de hecho o material, negando la existencia de éste siempre que su apreciación implique un juicio de valor, requiera una calificación jurídica o cuando la rectificación aparente represente en realidad una alteración fundamental del sentido del acto. Añadiendo que no hay posibilidad de rectificación en caso de duda o cuando la comprobación del error exija acudir a datos que no estén en el expediente, entendiendo que el error material o aritmético es un error evidente que consiste en meras equivocaciones aritméticas u operaciones permaneciendo fijos los sumandos o factores operativos, es decir, aquellos que no transforman ni perturban la eficacia sustantiva del acto en que tienen su existencia.


CUARTO.- Además, habrá que tener en cuenta el artículo 176.1 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, que establece que “Cuando se observen discrepancias entre varios documentos de un mismo instrumento de planeamiento urbanístico u otras dudas interpretativas sobre sus determinaciones, deben seguirse las reglas de interpretación señaladas en el propio instrumento. En su defecto, debe atenderse por orden de prevalencia a la memoria vinculante, la normativa, el catálogo, los planos de ordenación y el estudio económico. En último extremo, debe atenderse a la solución de la que se derive una mayor protección del medio ambiente y del patrimonio cultural, una mayor provisión de dotaciones urbanísticas públicas y una menor edificabilidad.”

QUINTO.- Las correciones cuya subsanación se solicita son las siguientes:

1. En la propia alineación de los ámbitos edificables:

Al comprobarse que:

· La alineación reflejada en el plano PO.2-4 del vigente PGOU en las parcelas afectadas no coincide con la señalada en los PGOU de 1988 y de 1999 sin existir justificación urbanística, tácita o expresa, que avale dicho cambio de alineación.

· Dicha alineación ha generado nuevas e injustificadas situaciones “fuera de ordenación” en edificaciones correctamente materializadas con anterioridad, siguiendo la alineación marcada por los documentos PGOU de 1988 y 1999.

· El ámbito viario propio de la Avda o Ctra de Soria, tanto para los elementos colindantes a la alineación señalada como para los situados en el lateral opuesto (aceras, zonas de aparcamiento, isletas,…), no se observan desajustes con la documentación gráfica catastral ni modificación de las condiciones de ordenación.

· En la parcela catastral 63620/17, su alineación a la Avda. o Ctra. de Soria presenta un quiebro que la divide en dos tramos.

Se propone sustituir la actual alineación para las parcelas afectadas por la señalada en los planos de los PGOU de 1988 y 1999 que precedieron al actualmente vigente, pero manteniendo el quiebro de la alineación en la parcela catastral 63620/17. 

2. En la línea correspondiente al fondo edificable de 12 m. al que se alude en la ordenanza RUA2 aplicable a la zona:

Al comprobarse que la línea correspondiente al fondo edificable de 12 m., al que se alude en la Ordenanza “RUA2” aplicable en la zona, se encuentra igualmente desplazada, según su condición de paralela a la alineación incorrectamente señalada.

Se propone sustituir la actual línea correspondiente al fondo edificable de 12 m., al que se alude en la Ordenanza “RUA2” aplicable en la zona,  por otra paralela a la alineación propuesta hacia en interior de las parcelas afectadas y a una distancia de 12 m. de la alineación ahora propuesta. 

3. En el ámbito del vial de acceso directo a la Plaza de la Flor antigüo PERI-1 (actual SUNC-17) desde la Avda o Ctra de Soria:

Al comprobarse que:

· La línea que delimita el ámbito del antigüo PERI-1, actual SUNC-17, se situa en el centro del vial de acceso, cuando su posición correcta debería ser en el lateral derecho del vial, tal y como se señalaba en el anterior PGOU de 1999, que delimitó el ámbito.

· El antigüo PERI-1 es el actual SUNC-17 definido por el PGOU de 2012, y que ya ha completado su gestión conforme a la documentación de dicho PERI.

Se propone sustituir la actual línea que, en el ámbito de acceso directo a la Plaza de la Flor desde la Avda. o Ctra. De Soria, delimita el ámbito del antigüo PERI-1 (actual SUNC-17) por la delimitación correcta reflejada para esa zona en el propio PGOU de 1999, que definió y delimitó dicho PERI.

4. En el ámbito de la vivienda situada en el extremo este (junto al vial de acceso directo a la plaza de la Flor) del conjunto de unifamiliares adosadas de la castatral 63620/16:

Al comprobarse que el pequeño patio delantero de la vivienda que, dentro del conjunto de unifamiliares adosadas de la parcela catastral 63620/16, se sitúa en el extremo este del mismo, se ha incorporado a la trama viaria sin ninguna justificación alguna.

Se propone incorporar dicho patio al ámbito afectado por la Ordenanza “RUA2” aplicable en la zona, restituyendo así la zonificación reflejada en el PGOU de 1999 conforme al cual se materializaron dichas viviendas.


SEXTO.- Habida cuenta que el artículo 177 del Decreto 22/2004, de 29 de enero que aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, confiere a la Comisión la función de corregir en cualquier momento cuantos errores materiales se observen en su documentación, de oficio o a instancia de cualquier interesado, dado que es el órgano competente para la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento urbanístico.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Plan General de Ordenación Urbana de Peñafiel, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, CORREGIR los errores materiales del Plan General de Ordenación Urbana de Peñafiel, CONDICIONANDO no obstante, su publicación, y por tanto su vigencia y ejecutividad, conforme a lo exigido en los Art. 60 y 61 de la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León, a que se aporte la certificación de la correspondencia del soporte digital con los documentos en formato papel aprobados definitivamente por la Comisión o bien la certificación de los archivos digitales mediante firma electrónica, remisión que de conformidad con lo establecido en el artículo 402.4 del RUCyL deberá realizarse previamente a la publicación del acuerdo de aprobación definitiva en el BOCyL, con el fin de su incorporación al Registro de Urbanismo de Castilla y León y proceder a su publicación.

A.1.2.- MODIFICACION NORMAS SUBSIDIARIAS TITULO VIII CONDICIONES PARTICULARES SUELO RUSTICO.- VELLIZA.- (EXPTE. CTU 57/14).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta y cinco minutos, los mismos no comparecieron. 


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:


PRIMERO.- El objeto de la presente modificación es la adaptación a la legislación vigente y reconsideración, en base a la situación real y actual del término municipal, de la vigente normativa de suelo rústico. Para ello se modifica la totalidad del Título VIII de las NN.SS. vigentes relativo a las Condiciones Particulares en Suelo Rústico.


En particular lo que se modifica es el régimen de usos, para adecuarlo a la legalidad vigente, y las condiciones de edificación pero no la clasificación del suelo que en cualquier caso sigue siendo rústico.


La justificación del documento se basa en la necesidad de adaptar a la legalidad vigente y a las condiciones actuales, tanto físicas como de oportunidad, la normativa de suelo rústico recogida en las NN.SS. a fin de facilitar y permitir el desarrollo urbanístico de las parcelas siempre dentro del carácter de suelo rústico.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 29 de julio de 2014, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 16 de octubre de 2014, en el Norte de Castilla de 9 de octubre de 2014, en el tablón de edictos del municipio y en la página web de la Diputación durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión  de Patrimonio Cultural de fecha 9/07/2014, favorable 

· CHD de fecha 20/06/2014, favorable
· Agencia de Protección Civil de fecha 26/06/2014, si alguna actuación aumenta el riesgo deberá hacerse un análisis de riesgos.
· S.T. de Medio Ambiente de fecha 9/07/2014 sin afección al medio natural
· Diputación Servicio de Urbanismo de fecha 18/06/2014, 

· Subdelegación de Gobierno de fecha 30/06/2014, favorable
· S.T. de Fomento de fecha 01/09/2014 que señala:

Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR FAVORABLEMENTE condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones: 


1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesaridad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- Se señala en el artículo 3 de la memoria que las hojas de la misma que se modifican se incluyen en un anexo a fin de que puedan ser sustituidas en el documento vigente, pero dicho anexo no ha sido aportado, por lo se deberá aportar a fin de que las citadas hojas puedan ser sustituidas.


SEXTO.- No consta sometimiento del documento al trámite ambiental de acuerdo con la Ley 9/2006.


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 24 de noviembre de 2015.por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 20 de enero de 2016, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


OCTAVO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- Examinada la documentación presentada por el Ayuntamiento respecto de lo informado por el Servicio Territorial de Fomento el pasado día 1 de septiembre de 2014, resultan subsanados todos los extremos reseñados, no obstante el documento no ha sido sometido al trámite ambiental lo cual impide su aprobación definitiva.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Velliza, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de la modificación puntual de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal que modifica el título VIII condiciones particulares en suelo rústico de Velliza, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 92 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de RJPAC:

1.- El documento deberá someterse al trámite ambiental según lo preceptivo en la Ley 9/2006 de Evaluación Ambiental.

2.- Se deberá aportar un ejemplar más de la documentación técnica debidamente diligenciado.

A.1.3.- MODIFICACION NORMAS URBANISTICAS Nº 5 CALLE VENDIMIA, HEREDEROS DE MARQUES DE RISCAL Y AVENIDA DE SEGOVIA.- RUEDA.- (EXPTE. CTU 68/14).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cuarenta y cinco minutos, los mismos no comparecieron.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- La presente modificación está promovida por el Ayuntamiento y tiene como objeto cambiar la calificación de parte de una manzana residencial de Suelo Urbano Consolidado ubicada en el borde del casco urbano en su parte sureste, entre las calles La Vendimia, Heredero Marqués de Riscal y la Avenida de Segovia.


En la actualidad dicha manzana está calificada íntegramente con la Ordenanza 3: Residencial Tradicional 2 y lo que se propone es modificar la calificación de todas las parcelas que tienen frente a la calle Heredero Marqués de Riscal y una con frente a la Avenida de Segovia y asignarles la Ordenanza 6: Residencial Aislada-Pareada.


La justificación de la conveniencia de la modificación se basa en que, si bien las Normas Urbanísticas Municipales ordenan de forma unitaria esta manzana, un análisis pormenorizado de sus construcciones y de la estructura de la propiedad confirma que ésta tiene dos realidades muy distintas; 

· Una para las parcelas con frente a la calle La Vendimia, que tienen las edificaciones sin retranqueos a la calle y preferentemente adosadas en ambos linderos, por lo que la tipología existente es totalmente compatible con la Ordenanza 3 asignada de Residencial Tradicional 2.

· Otra para las parcelas con frente a la Calle Heredero Marqués de Riscal y una parcela con frente a la Avenida de Segovia, que tiene las edificaciones retranqueadas respecto de la alineación de la calle y con separaciones a los linderos, por lo que la tipología existente no se corresponde con las condiciones reguladas en la Ordenanza 3 que tiene asignada de Residencial Tradicional 2, lo que provoca que la mayoría de las edificaciones construidas sean disconformes con el planeamiento, siendo la Ordenanza 6: Residencial Aislada-Pareada más compatible con lo existente para este conjunto de parcelas.


SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 28 de abril de 2015, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 28 de mayo de 2015, en el Mundo de Valladolid de 25 de mayo de 2015 y en la página web del Ayuntamiento durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión  de Patrimonio Cultural de fecha 15/04/2015, favorable 

· S.T. de Medio Ambiente de fecha 31/03/2015, no tendrá efectos negativos para el medio natural.
· Subdelegación de Gobierno de fecha 1/04/2015, favorable
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 11/07/2014

· S.T. de Fomento de fecha 20/09/2014 que señala:

Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO acuerda, INFORMAR FAVORABLEMENTE, señalando no obstante lo siguiente: 

1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial, de acuerdo con la citada Instrucción.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación o bien señalar su innecesariedad. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- Es preciso incluir en la Modificación Puntual justificación expresa del cumplimiento del artículo 173 del RUCyL “Modificaciones que aumenten el volumen edificable o la densidad de población”.


4.- En cumplimiento del artículo 169 del RUCyL se presentarán todos los planos que se modifiquen de las presentes Normas Urbanísticas Municipales, en su estado actual y modificado y a la misma escala, tamaño y grafismo. (En los planos se identificará los que son de estado actual y los de estado modificado).


5.- Se deberá justificar que la presente modificación puntual no afecta a ninguna de las determinaciones incluidas en el Plan Especial de Conjunto Histórico de Rueda y en caso contrario deberá procederse a modificar dicho Plan Especial. 


SEXTO.- No consta sometimiento del documento al trámite ambiental de acuerdo con la Ley 21/2013.


SEPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 30 de septiembre de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 18 de enero de 2016, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 5 en la calle Vendimia, Herederos de Marqués de Riscal y Avenida de Segovia.


SEGUNDO.- Examinada la documentación presentada por el Ayuntamiento respecto de lo informado por el Servicio Territorial de Fomento el pasado día 20 de septiembre de 2014, no resultan subsanados todos los extremos reseñados, lo cual impide su aprobación definitiva.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Urbanísticas Municipales de Rueda, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA de la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 5 en la calle Vendimia, Herederos de Marqués de Riscal y Avenida de Segovia de Rueda, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 92 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de RJPAC:

1.- Se deberá aportar el informe de la Agencia de Protección Civil o, en caso de que no existan riesgos derivados de la actuación, indicar en la memoria la ausencia de los mismos lo que conllevaría la innecesariedad de solicitar dicho informe.

2.- Se deberá someter el documento al trámite ambiental de conformidad con lo señalado en la Ley 21/2013.

A.1.4.- MODIFICACIÓN PLAN GENERAL DE ORDENACIÓN URBANA Nº 3 (CONDICIONES SUELO RÚSTICO).- CABEZÓN DE PISUERGA.- (EXPTE. CTU 10/15).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cincuenta minutos, comparece Arturo Fernández Pérez, Alcalde de Cabezón de Pisuerga y el arquitecto Ignacio Morros Aramburu.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio de Cabezón de Pisuerga cuenta con Plan General de Ordenación Urbana, aprobado definitivamente el 26 de abril de 2011.


La presente modificación está promovida por S.A.T. Hermanos Sánchez Velasco y tiene como objeto reducir las distancias al suelo urbano de las explotaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas y análogas que establece el PGOU de Cabezón de Pisuerga. Esta modificación, según señala el documento técnico que se informa, afecta únicamente a “Establos y criaderos de animales” de las construcciones, instalaciones y actividades mencionadas anteriormente que existieran y estuvieran dadas de alta ante el Servicio Territorial de Agricultura, con anterioridad al 9 de marzo de 2000, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.


En la normativa urbanística actual, el artículo 114.A.b), en el punto 5 dice:

“5- Distancia mínima a Suelo Urbano de uso Residencial 500m.”


Se propone la modificación de dicho punto, con la siguiente redacción:

“5- Distancia mínima a Suelo Urbano de uso Residencial: La establecida en la normativa sectorial o en su defecto 1.000 ml para nuevas explotaciones y 90 ml para las existentes que estén registradas en el Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería con anterioridad al 9 de marzo de 2000.

Esta distancia de 90 ml reducida se autorizará siempre que no se modifique el grupo ganadero, en lo referente a la capacidad instalada a fecha 9 de marzo de 2000.

Cualquier modificación en el grupo ganadero supondrá modificación de Licencia Ambiental y no será autorizable a menos de la establecida en la normativa sectorial o en su defecto una distancia mínima de 1.000 ml.”


La justificación de la conveniencia de la Modificación se basa en la adaptación de la normativa municipal a otras normas ya vigentes antes de la aprobación de este Plan General. , permitiendo así la ampliación de explotaciones ya existentes que, debido al crecimiento del suelo urbano, ya no cumplen las distancias mínimas.


Se indica en la justificación del interés público presentada que “Con esta modificación se consigue que las instalaciones existentes autorizadas en su momento y dadas de alta en el Registro no queden bloqueadas a la hora de ampliar su explotación o hacer un cambio de orientación zootécnica debido a la expansión del suelo urbano de carácter residencial. 

De este modo se protegen las inversiones de los ganaderos y empresarios del municipio que crean la riqueza del entorno y la provincia, siendo de interés general la protección de la economía rural y autóctona y la posibilidad de crecimiento de sus actividades.

Todo lo expuesto anteriormente lleva a redactar de esta propuesta a considerar que en la actualidad se produce un agravio comparativo entre las explotaciones ya autorizadas que estén más cerca del crecimiento urbano residencial de las que estén más alejadas, teniendo en cuenta que poseen todos los parabienes de las distintas administraciones.”

SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 26 de febrero de 2015, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 16 de marzo de 2015, en el Norte de Castilla de fecha 13 de marzo de 2015, en el tablón de edictos del municipio y en la página web del Ayuntamiento durante el cual no se presentaron alegaciones.

CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.

QUINTO.- Respecto del trámite ambiental, se aporta la ORDEN FYM/   /2015, de 18 de mayo estimando que no se considera necesaria la tramitación de la evaluación ambiental estratégica ordinaria de la Modificación Puntual nº 3 del PGOU de Cabezón de Pisuerga.


SEXTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Subdelegación del Gobierno en Valladolid- Informe favorable del 27 de enero de 2015.

· Servicio Territorial de Medio Ambiente- Informe favorable del 27 de enero de 2015.

· Diputación de Valladolid, Servicio de Urbanismo- Informe del 29 de enero de 2015.

· Servicio Territorial de Fomento, Carreteras- Informe favorable del 5 de febrero de 2015.

· Comisión Territorial de Patrimonio Cultural- Informe favorable de fecha 11 de febrero de 2015.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería- Informe del 16 de julio de 2015 condicionado a cambiar la distancia mínima entre cualquier tipo de explotación de ganado porcino de nueva creación y el casco urbano sea de 1000 metros.

· Servicio Territorial de Fomento- Informe favorable emitido el 19 de mayo de 2015 en sentido favorable, con las siguientes prescripciones:

“1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FOM/208/2011, de 22 de febrero, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011 (BOCyL de 11 de marzo de 2011), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial, de acuerdo con la citada Instrucción, aportando para ello certificado municipal suscrito por el Secretario.


Además será necesario el informe del Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, dado que la modificación deberá cumplir con la normativa sectorial de explotaciones ganaderas.


2.- De acuerdo con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de modificación. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, o bien justificar su innecesariedad, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el artículo 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.


3.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con el artículo 52 bis de la LUCyL, 157 del RUCyL y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.


4.- Dada la existencia de diferentes distancias en función de la especie animal (porcino, vacuno, caballos, gallinas ponedoras, conejos,… ) que pueden establecerse en las explotaciones ganaderas, cada una de ellas con su normativa propia, la modificación del articulado deberá hacer referencia de forma más genérica, proponiendo el texto siguiente: “Distancia mínima a Suelo Urbano de uso Residencial la establecida en la normativa sectorial, y en su defecto establecer una distancia mínima de 500 ml.”

Así se evita que si estas normativas son modificadas, exista contradicción entre ellas y ello no implique una modificación de la normativa urbanística.


5.- En cumplimiento del artículo 169 del RUCyL se presentará toda la documentación de las Normas Urbanísticas Municipales que se modifica, en su estado actual y modificado, en el mismo formato, tamaño y grafismo.”


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el 19 de enero de 2016 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del 28 de enero de 2016, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.

NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el presente expediente.


SEGUNDO.- A la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, que subsana todas las deficiencias señaladas en los informes sectoriales, puede procederse a la aprobación definitiva del presente expediente, observándose, no obstante, ciertas deficiencias que deberán subsanarse.

VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Plan General de Ordenación Urbana de Cabezón de Pisuerga, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por mayoría, con la abstención de D. Miguel Angel Ceballos, representante de las ONGs en materia de medio ambiente y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación del Plan General de Ordenación Urbana nº 3 (condiciones suelo rústico) de Cabezón de Pisuerga dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, CONDICIONANDO no obstante, su publicación, y por tanto su vigencia y ejecutividad, conforme a lo exigido en los Art. 60 y 61 de la Ley 5/1999, de 8 de abril de Urbanismo de Castilla y León, a que se subsanen las siguientes deficiencias:

-
Justificación en la memoria de la modificación de la ausencia de riesgos, en base a lo señalado en el artículo 5.b) de la ORDEN FOM/208/2011, de 22 de febrero.

-
Error en la página del articulado que se modifica, ya que la numeración con la que se inicia la página es el 2, en vez del 1.

2.- Autorizaciones en suelo rústico 

A.2.1.- AMPLIACION BODEGA.- MUCIENTES.- (EXPTE. CTU 115/15).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 3 de noviembre de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 1 de diciembre de 2015 y el 21 de enero de 2016 tras los pertinentes requerimientos de fechas 19 de noviembre de 2015 y 21 de diciembre de 2015, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León con fecha 17 de septiembre de 2015 y en el diario El Día de Valladolid de 26 de noviembre de 2015, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 5 de enero de 2016.


TERCERO.- El promotor del expediente es BODEGAS SINFORIANO VAQUERO, S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- La ampliación de bodeda cuya autorización se solicita se ubicaría en la parcela 11 del polígono 14 del término municipal de Mucientes, con una superficie de 29.857 m2.


Mucientes cuenta con Normas Subsidiarias Municipales como instrumento urbanístico de planeamiento municipal en vigor, clasificando la mencionada parcela como Suelo Urbanizable No Delimitado.


TERCERO.- Tal y como consta en el Certificado de  construcciones existentes expedido por el Ayuntamiento de Mucientes con fecha 23 de noviembre de 2015, la bodega cuenta con Licencia Municipal Ambiental y de Obras con fecha 17 de mayo de 2005, habiendo sido autorizado el uso por la CTU mediante acuerdo de fecha 2 de marzo de 2005.


Asimismo, existen Licencias Municipales Ambientales y de Obras concedidas con fecha 11 de enero de 2013 y 22 de abril de 2014 para llevar a cabo la ampliación de la bodega, previa autorización de uso por la CTU con fecha 21 de diciembre de 2012.


CUARTO.- De acuerdo con la Disposición Transitoria Tercera del RUCyL, ” En los Municipios en los que, al entrar en vigor este Decreto, el instrumento de planeamiento general aún no esté adaptado a la LUCyL, el régimen urbanístico aplicable hasta dicha adaptación será el establecido en la citada Ley y en el RUCyL, con las siguientes particularidades: Apartado d) En suelo urbanizable no programado, en suelo apto para urbanizar sin sectores delimitados y en suelo no urbanizable común, genérico o con cualquier denominación que implique la inexistencia de protección especial, se aplicará el régimen del suelo rústico común”. 


QUINTO.- En las NN.SS. Municipales, Capítulo 7 se regulan las Condiciones de uso y edificación en suelo urbanizable no delimitado y suelo rústico.


Conforme a lo establecido en el Art.67.b) el uso es autorizable: “ Usos Autorizables mediante el procedimiento previsto en el artículo 101: edificaciones e instalaciones de utilidad pública y/o interes social que hayan de emplazarse en el medio rural.”.

SEXTO.- El presente uso se podría autorizar según el art. 57. f) del RUCyL, referido a “Obras de rehabilitación, reforma, y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación” en relación con el artículo 59.b) de la misma Norma.



SÉPTIMO.- La bodega cuenta en la actualidad con una superficie construida de 1.454,81 m2, desarrollándose la actividad principalmente en planta baja. Se proyecta realizar una ampliación, la cual se adosará a las edificaciones existentes y contará con una superficie construida de 534,41 m2.  


Con la ampliación que se realice, la bodega pasará a contar con una superficie útil de 1865,91 m2 y una superficie construida de 1989,22 m2.


OCTAVO.- Las Normas Subsidiarias Municipales establecen las siguientes CONDICIONES DE PARCELACIÓN, VOLUMEN Y SUPERFICIE EN SUELO URBANIZABLE NO DELIMITADO Y SUELO RUSTICO: 
a) Superficie mínima de parcela: en suelo urbanizable no delimitado se establece como parcela mínima 10.000 m².

La parcela 11 del polígono 14 tiene una superficie de 29.857 m2.

b) Superficie máxima de edificación: en parcelas de más de 5.000 m² se fija como superficie máxima edificable 2.000 m².

En la actualidad la superficie construida es 1.454,81 m², se proyecta una ampliación de 534,41 m2, resultando una construcción con superficie construida de 1.989,22 m2.

c) Superficie máxima de ocupación de suelo por parcela en el caso de naves o construcciones equivalentes 2.000 m².

En la actualidad la superficie ocupada es 1.347,05 m², se proyecta una ampliación de 534,41 m2, resultando una construcción con superficie de ocupación de 1.881,46 m2.

d) Retranqueos: se establece un retranqueo mínimo de 18 m. pudiendo reducirse hasta 5m. los linderos laterales y trasero en aquellas parcelas que por dimensiones no soportarían lo anterior.

La ampliación no cumpliría el parámetro de retranqueo trasero. Sin embargo, tal y como consta en el informe técnico del arquitecto municipal, existe una solicitud presentada en el mes de julio del año 2012 en el Registro Municipal por parte del propietario de agrupación de la parcela 11 con la colindante número 4, la cual se informó favorablemente condicionada a su asiento  en el Registro de la Propiedad de la agrupación de ambas parcelas.

Por lo tanto queda condicionado el cumplimiento del parámetro de retranqueo posterior a la efectiva agrupación de las parcelas 11 y 4 del polígono 14.

e) Altura máxima de 10 m. al elemento más elevado de la cubierta.

La altura a cumbrera es de 9,63 m. en el punto más desfavorable.

Por lo tanto, y en base a lo establecido anteriormente, la ampliación de bodega cumple las condiciones de parcelación, volumen y superficie, quedando condicionado el cumplimiento del parámetro de retranqueo.

CONDICIONES ESTÉTICAS Y CONSTRUCTIVAS:

a) Movimiento de tierras y desmontes: se respetarán los perfiles naturales del terreno.

b) Regulación de los cierres de parcela: serán transparentes o vegetales.

c) Obligación de arbolar: se establece la obligación de arbolar la parcela en función de la superficie de edificación. Se dispondrán de 5 unidades por cada nueva edificación cuando la superficie de ésta sea inferior a 100 m² y 1 más por cada 20 m² más construidos.

Se prevé la plantación de 27 árboles.

CONDICIONES HIGIÉNICAS Y DE INFRAESTRUCTURAS BÁSICAS:

a) Acceso a infraestructuras: deberán resolver por su cuenta los accesos, el abastecimiento de agua y los vertidos.

En el proyecto se refleja cómo se resuelve el acceso y la dotación de servicios:


Acceso: Ctra. Villalba de los Alcores Km 1 Dcha.


Agua: La bodega ya cuenta con acometida de agua de la red municipal.


Electricidad: La bodega ya cuenta con acometida de electricidad de un centro de transformación de 160KVA.


Saneamiento: Fosa séptica.

b) Control de los vertidos ganaderos.


NOVENO.- El promotor se compromete a vincular el terreno al uso autorizado.


DÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola  (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Mucientes, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para la ampliación de bodega en la parcela 11 del polígono 14, en el término municipal de Mucientes, promovida por BODEGAS SINFORIANO VAQUERO, S.L.
A.2.2.- TOSTADERO Y DEGUSTACIÓN DE CAFÉ.- HORNILLOS DE ERESMA.- (EXPTE. CTU 091/15).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 13 de agosto de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 11 de septiembre, el 2 de octubre de 2015 y el 5 de febrero de 2016, tras los pertinentes requerimientos de fechas 20 de agosto, 28 de septiembre y  30 de octubre de 2015, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 18 de junio de 2015 y en el diario El Norte de Castilla de fecha 15 de junio de 2015, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 3 de agosto de 2015.


TERCERO.- El promotor del expediente es SIPUVAL, S L

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para reforma de nave para la instalación de tostadero y zona de degustación y catas de café . Dicha instalación complementará el servicio ofrecido por el centro de Turismo Rural existente en la actualidad en esa misma ubicación.


El Centro de Turismo Rural denominado “Puentes de Mediana” cuenta con autorización de uso otorgado por la Comisión Territorial de Urbanismo en fecha 29 de marzo de 2001. Posteriormente se concedió autorización de uso en fecha 26 de septiembre de 2014 para una ampliación y reformas del centro las cuales consistían en la instalación de una carpa desmontable y tres apartamentos turísticos rurales, que se realizaban dentro de unas construcciones ya existentes.


TERCERO.- Según Certificado del Ayuntamiento de Hornillos de Eresma de fecha 8 de septiembre se establece como año de construccion de la nave agrícola el año 1978, de conformidad con lo establecido por la Direccion General del Catastro y del informe de fecha 7 de septiembre de 2015 del técnico D.Emilio Rajo Fernández.


CUARTO.- La autorización de uso excepcional que se solicita se ubica en la parcela 10005 del Polígono 2, con una superficie total de parcela según proyecto de 37.333 m². Ésta se sitúa en Suelo Rústico Protegido ÁREAS NATURALES DE INTERES ECOLOGICO, del término municipal de Hornillos de Eresma, que no cuenta con planeamiento y teniendo como  instrumento urbanístico de aplicación las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal con Ámbito Provincial de Valladolid. 


En base a lo determinado en la Disposición Transitoria Sexta de la Ley de Medidas sobre Urbanismo y Suelo y el art. 67 del RUCyL al suelo le es de aplicación el regimen jurídico del SUELO RÚSTICO DE PROTECCIÓN NATURAL.


QUINTO.- En base a las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal con Ámbito Provincial de Valladolid sobre la parcela es de aplicación la normativa contenida en las mismas, concretamente resultando de aplicación lo establecido en el art.11.2: “ para realizar cualquier acto de edificacion o uso del suelo o el subsuelo en las areas de interés ecológico y en las areas forestales será preceptivo y previo a la concesion de licencia municipal, un informe favorable de la Direccion General del Medio Natural de la Junta de Castilla y León, en el sentido de que la actuación prevista no sólo no deteriora los valores ecológicos o forestales del entorno, sino que contribuye a potenciarlos”. 


Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S. T. de Medio Ambiente de fecha 27 de enero de 2016 haciendo constar que el proyecto no tendrá efectos negativos apreciables sobre el medio siempre que se cumplan una serie de condiciones, por lo que se entiende que el uso es autorizable.


SEXTO.- El uso es autorizable de acuerdo con el artículo 64 del RUCyL que en su apartado 2º a) señala como usos sujetos a autorización: “los citados en las letras a),c),d) y f) del artículo 57 salvo cuando manifiestamente puedan producir un deterioro ambiental o paisajístico relevante”. 


Entre los citados en la letra f) del artículo 57 se encuentran: “Obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones existentes que no esten declaradas fuera de ordenación”.


SÉPTIMO.- La nave agrícola donde se ubicarán las instalaciones forma parte del complejo agrícola de la finca Puentes Mediana, hoy Centro de Turismo Rural, situado alejado del núcleo rural de Hornillos de Eresma.


Se trata de una nave aislada de forma rectangular y diáfana de una sola planta, con cubierta a dos aguas.


Dentro de la mencionada parcela la superficie ocupada por las edificaciones existentes según proyecto es:

· Edificación principal y anejos: 3.900,00 m2
· Zona exposición, venta y restaurante: 161,38 m2
· Zona de apartamentos: 118,42 m2
· Zona de aseos: 16,70 m2
· Zona de carpa: 480 m2
· Zona de edificaciones agropecuarias: 7.716,58 m2

La nave agropecuaria sobre la que se pretende actuar para instalar el tostadero y degustación de café tiene una superficie de 278.30 m2.


El acceso a la parcela se realiza desde la carretera VP 9103 y la parcela tiene resuelta la dotación de servicios.


OCTAVO.- CONDICIONES URBANISTICAS APLICABLES.


Resultan de aplicación las condiciones de uso y edificación determinadas por el RUCyL en el Capítulo V.- Régimen del suelo en municipios sin planeamiento municipal, Sección 3ª Régimen del Suelo Rústico, Art. 74. Otras condiciones en suelo rústico, que son las que a continuación se transcriben:

“ Altura máxima: La altura máxima es de dos plantas sobre rasante natural del terreno incluidas áticos, planta bajo cubierta y semisotranos que sobresalgan más de un metro de cualquiera de las rasantes, excepto para las construcciones e instalaciones de uso no residencial que justifiquen la necesidad tecnica de superar dicha altura máxima. En particular, las construcciones e instalaciones destinadas a dotaciones urbanisticas pueden alcanzar tres plantas.

Adaptación al entorno: Debe exigirse la adaptación a las caracteristicas del entorno inmediato y del paisaje circundante en cuanto a situación, uso, altura, volumen, color, composición, nateriales y demás caracteristicas, así como el respecto de la vegetación y de los perfiles naturales del terreno.”


Además la instalación deberá de cumplir con los Art. 11 bis al 20 de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal con Ámbito Provincial de Valladolid. 

Dado que en las N.N.S.S de Ámbito Provincial no señala parámetros urbanísticos para esta clase de suelo, se toman subsidiariamente las de la ÁREAS DE PROTECCIÓN COMÚN que señalan:

Art. 12 Superficie mínima de parcela: En los ámbitos no excluidos de concentración parcelaria no se dermina, con carácter general.

Art. 13 Superficie máxima de la edificación para naves o equivalentes 2.000 m².*

(*) DEROGADO EN LA DISPOSICIÓN DEROGATORIA DE LA LEY 7/2014, DE 12 DE SEPTIEMBRE.

Art. 14 Retranqueos a los linderos con carácter general se establece un retranqueo de 20 m. a todos los linderos.

Art. 16 Altura máxima de la edificación planta baja y un piso sobre rasante y 7 m. a cornisa

La nave se desarrolla en una sola planta, teniendo una altura de 3,20 m. a cornisa.

Art. 17 Ordenación de cierres. En el Suelo No Urbanizable todos los cierres serán transparentes o vegetales(altura máxima de zocalo 80 cm.)

Art. 18 Arbolado. Se establece la obligatoriedad de arbolar la parcela en función de la superficie de edificación que vaya a construirse, sea cual sea su destino.

La actuación propuesta no supone incrementos de volumen, ni de edificabilidad ni nuevas construcciones. Se trata de la reforma de una construcción existente, que cumple con todos los parámetros urbanísticos establecidos anteriormente.


NOVENO.- El proyecto se encuentra dentro del ambito de la Espacios Natura 2000: LIC Riberas del río Adaja y sus afluentes. Además la parcela es colindante con la vía pecuaria Colada de la Luz.

El Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S. T. de Medio Ambiente establece que el proyecto no tendrá efectos negativos apreciables sobre el medio siempre que se cumplan las condiciones que se transcriben a continuación:

“1º En todo momento se efectuará una gestión de los restos, residuos y basuras que conlleve su traslado a vertederos autorizados, eliminando los riesgos de contaminaciones de la zona forestal colindante, de los  suelos y de aguas tanto superficiales como subterráneas.

2º Se respetará la vegetación, tanto árborea como arbustiva , existente en la zona en la que se desarrolla la actividad.

Si excepcionalmente resultase imprescindible para facilitar la actividad el apeo o poda de algún ejemplar, estas labores deberán realizarse con criterios de conservación de la biodiversividad y de la vitalidad de la vegetación que va a persistir, efectuando el apeo del menor número posible de pies, seleccionando para ello los puntisecos, denominados o con signos de decrepitud y que sustenten nidos de especies protegidas.

En todo caso, la corta de arbolado forestal derivada del desarrollo del objeto del expediente está sujeta a lo recogido en la Ley 3/2009, exigiendose la obtención previa de la correspondiente autorización, que incluirá las condiciones para su ejecución y para el tratamiento de los restos generados.”


DÉCIMO.- Consta en el expediente Informe de fecha 14 de octubre de 2015 de la Sección de Sanidad y Produccion Vegetal  del S. T. de Agricultura y Ganadería haciendo constar que no se plantea ninguna objeción a la actuación de instalación de tostadero y zona de degustación y catas de café.


UNDÉCIMO.- El promotor se compromete a vincular el terreno al uso autorizado.


DUODÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola  (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal con Ámbito Provincial de Valladolid, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para tostadero y degustación de café en la parcela 10005 del polígono 2, en el término municipal de Hornillos de Eresma, promovida por SIPUVAL, S L.

A.2.3.- LEGALIZACION BODEGA.- TUDELA DE DUERO.- (EXPTE. CTU 110/15).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 25 de septiembre de 2015 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Tudela de Duero, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 1 de octubre de 2015, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con las registradas en fecha 15 de diciembre de  2015 y el 29 de enero de 2016 tras los pertinentes requerimientos, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León en fecha 27 de agosto de 2015 y en el diario El Norte de Castilla el 31 de agosto de 2015, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 24 de septiembre de 2015.


TERCERO.- El promotor del expediente es BODEGAS MARIANO SANTOS S.L..

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.-  La legalización de bodega cuya autorización se solicita se ubica en la 5367 del polígono 10, con una superficie de 5.189 m², del término municipal de Tudela de Duero, dotada de Plan General de Ordenación Urbana como instrumento de planeamiento municipal, con fecha de aprobación 29 de abril de 1998.


TERCERO.- De acuerdo con la Dirección General del Catrasto la construcción de la bodega se llevó a cabo en el año 2009. 


Tal y como consta en el Informe Jurídico del Ayuntamiento de Tudela de Duero de fecha 3 de septiembre de 2014, por Resolución de Alcaldía de fecha 18 de junio de 2012 se inició expediente sancionador y restauración a la legalidad contra Bodegas Mariano Santos S.L. por la realización de obras sin licencia. Posteriormente mediante Resolución de Alcaldía de fecha 17 de octubre de 2013 se ordena no efectuar la liquidación de la sanción impuesta por haber comunicado el interesado su intención de legalizar la edificación ejecutada.


CUARTO.- La parcela se encuentra situada  de conformidad con el P.G.O.U. en SUELO NO URBANIZABLE DE ESPECIAL PROTECCIÓN NIVEL 2 “P2” ,que integra las superficies de mayor valor agrícola, forestal y ganadero, y con prioridad, las huertas o regadíos se corresponden en el Estudio de Medio Físico  a Areas II, de alto valor para la producción agrícola, forestal o ganadera.


Consultadas las DOTVAENT la parcela 5367 del polígono 10 no se encuentra situada dentro de ningun área de especial protección, estando ordenada como ESPACIOS CON OTROS USOS, CULTIVOS EN REGADÍO.


QUINTO.- Según el P.G.O.U., en el artículo 6.5.- Categoría 2ª, Áreas de Protección Nivel 2, en su apartado 1º señala: “Las zonas incluidas en areas de carácter agrícola (Áreas IIa) deben ser fuertemente protegidas dada la riqueza agrícola excepcional de estas zonas. No se autorizará la construcción de nuevas instalaciones y edificios. Los existentes…”


Además en el apartado 3º se establece: “ No se permitirán en estos suelos instalaciones de utilidad publica o interes social”.


SEXTO.- De conformidad con lo establecido en el art.57.g) del RUCyL,se establecen como usos excepcionales en suelo rústico: “ Otros usos , sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público por estar vinculados a cualquier forma de servicio público o bien porque se aprecie la necesidad de su emplazamiento en suelo rústico, ya sea a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos.”

Según el artículo 62.b)3º del RUCyL: Régimen del suelo rústico con protección agropecuaria: 

“Son usos sujetos a autorización los citados en la letra g) del artículo 57, cuando no estén señalados como usos prohibidos en la letra siguiente”, que en consecuencia son: “Dentro de los citados en la letra g) del artículo 57, los usos industriales, comerciales y de almacenamiento no vinculados a la producción agropecuaria del término municipal.” 

El artículo 308 del RUCyL, Condiciones para la autorización  establece en el apartado e):“ Además de lo dispuesto en los letras a), b) y c) , cuando se trate de usos citados en la letra g) del artículo 57,, debe acreditarse que se justifica la necesidad de emplazamiento en suelo rústico y que concurren circunstancias específicas de interés público.”

Por lo tanto, de conformidad con el RUCyL la legalización de bodega solicitada sería un uso autorizable.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe del Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de fecha 18 de enero de 2016 concluyendo que : “el terreno donde se ubica la bodega no reúne unas condiciones especiales que hagan imprescindible su mantenimiento como suelo rústico, considerandose que la actuación prevista no deteriora los valores agrícolas del entorno.”.


OCTAVO.- En base a todo lo anterior, la legalización de bodega solicitada en la parcela 5367 del polígono 10 de Tudela de Duero no podría autorizarse, siendo la propia normativa urbanística del municipio la que no permite autorizar la construcción de nuevas instalaciones y edificios, ni ubicar en este tipo de suelos (SUELO NO URBANIZABLE DE ESPECIAL PROTECCIÓN NIVEL 2 “P2”) instalaciones de utilidad pública o interés social, siendo esta última premisa una condición indispensable a cumplir para otorgar autorización de uso excepcional en los usos citados en el art.57 g) del RUCYL. 


NOVENO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola  (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, el Plan General de Ordenación Urbana de Tudela de Duero, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, DENEGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para la legalización de bodega en la parcela 5367 del polígono 10, en el término municipal de Tudela de Duero, promovida por BODEGAS MARIANO SANTOS S.L.
A.2.4.- AMPLIACIÓN NAVE DE PRODUCTOS COSMÉTICOS.- CIGALES.- (EXPTE. CTU 6/16).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito de fecha 26 de enero de 2016 del Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Cigales, registrado en las dependencias de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid en fecha 28 de enero de 2016, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 18 de diciembre de 2015 y en el diario El Norte de Castilla en fecha 21 de diciembre de 2015, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 26 de enero de 2016.


TERCERO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- La ampliación del centro de productos cosméticos cuya autorización se solicita se ubicaría en Suelo Apto para urbanizar (Plan Parcial 2 S-2) del término municipal de Cigales, dotado de Normas Subsidiarias Municipales como instrumento de planeamiento urbanístico en vigor.


A día de hoy no existe ninguna gestión para el desarrollo del Plan Parcial 2, por lo que hasta que no se produzca la aprobación definitiva del instrumento que establezca la ordenación detallada, la aplicación que se realiza sobre este suelo será la de suelo rustico común, por aplicación del artículo 47 del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


TERCERO.- Según Certificado Municipal las construcciones existentes en las parcelas situadas en el Camino Real 8 y 10 de Cigales se encuentran terminadas y cuentan con sus correspondientes licencias municipales.


CUARTO.- De acuerdo con la Disposición Transitoria Tercera del RUCyL, ” En los Municipios en los que, al entrar en vigor este Decreto, el instrumento de planeamiento general aún no esté adaptado a la LUCyL, el régimen urbanístico aplicable hasta dicha adaptación será el establecido en la citada Ley y en el RUCyL, con las siguientes particularidades: Apartado d) En suelo urbanizable no programado, en suelo apto para urbanizar sin sectores delimitados y en suelo no urbanizable común, genérico o con cualquier denominación que implique la inexistencia de protección especial, se aplicará el régimen del suelo rústico común”. 


De acuerdo con el artículo 19.2 de la LUCyL y 47 del RUCyL, en suelo urbanizable, hasta que se apruebe el instrumento de ordenación detallada, se aplicará el régimen del suelo rústico común. No obstante los usos excepcionales solo podrán autorizarse con carácter provisional y si cuando se apruebe la ordenación detallada resultaran incompatibles con ella, habrán de cesar, con demolición de las obras vinculadas a los mismos y sin indemnización alguna, disponiendo de plazo hasta la aprobación de las determinaciones completas sobre reparcelación.


QUINTO.- Conforme a lo establecido en el artículo 3.4.1 de las NNSS, el presente uso no se encuentra definido entre los usos prohibidos ni entre los autorizables, por lo que es necesario acudir al RUCyL.


SEXTO.- El uso es autorizable conforme al artículo 57.f) del RUCyL: “Obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones existentes que no estén declarados fuera de ordenación”, en relación con el artículo 59.b) de la misma norma.


SEPTIMO.- En la actualidad existen las siguientes edificaciones:

OFICINAS: 349,10 m2.

NAVE 1: 927,00 m2.

NAVE 2: 1.950,00 m2.

NAVE 3: 1.609,40 m2.

TOTAL EDIFICACIONES EXISTENTES 4.835,10 m2.

 La ampliación para la cual se solicita autorización comprende las siguientes edificaciones:

NAVE 4: 1.700,00 m2.

NAVE 5: 1.200,00 m2.

NAVE 6: 1.500,00 m2.

NAVE 7: 1.500,00 m2.

NAVE 8: 1.500,00 m2.

TOTAL EDIFICIOS AMPLIACION:  7.400,00 m2.

El total de las edificaciones una vez realizada la ampliación ascendería a 12.235,10 m2.


OCTAVO.- Tal y como se refleja en Proyecto están resueltos los siguientes servicios:

Electricidad: La parcela cuenta actualmente con acometida y servicio eléctrico con potencia suficiente tanto para las instalaciones existentes como para la propuesta de ampliación.

Abastecimiento: Las necesidades de servicio de abastecimiento para la nueva ampliación son mínimas por lo que están resultas con el sistema actual por medio de un pozo que existe en la parcela.

Saneamiento: Al igual que para el abastecimiento las necesidades de vertido de las nuevas edificaciones son mínimas, ya que en el sistema productivo de la empresa no se genera ningún tipo de vertido. La parcela cuenta con un sistema de saneamiento por medio de un colector el cual tampoco será necesario su ampliación.

En cuanto a los accesos, éstos está resueltos, al estar situada la parcela junto a un camino asfaltado que garantizan el tránsito de los vehículos en las condiciones de máxima seguridad.


NOVENO.-  Las condiciones de parcela y de edificación que establecen en las NNSS son:

CONDICIONES DE PARCELA

Ocupación de parcela: Inferior al 30 % de la superficie de parcela.

Las parcelas tienen una superficie total de 40.968 m2, resultando de aplicar el 30% una ocupación máxima de 12.290,40 m2.

En proyecto la ocupación de las edificaciones existentes más las naves que se proyectan para su ampliación ocuparían una superficie de 12.235,10 m2.

CONDICIONES DE EDIFICACIÓN

Todas las construcciones habrán de adaptarse en lo básico, al ambiente en que estuvieran situadas. Las tipologías edificatorias serán en cada caso las habituales en la zona, o las que mas adecuadas resulten a la función que deban desarrollar. No se permitirán mas de dos plantas en los uso de vivienda y agrícola y hasta tres en el resto de usos. La distancia mínima de cualquier edificación al suelo clasificado como urbano será de 500 m.

Retranqueo: Mayor a 6m. respecto a los límites de sus respectivas parcelas.

 Se cumple dicho parámetro de retranqueo a todos los linderos.

Alturas: Altura máxima de 6m. Cuando la Corporación Municipal lo estime necesario para el correcto funcionamiento de la instalación, la altura máxima podrá llegar a ser mayor.

La altura de la ampliación, dado el sistema productivo con el que cuenta la industria, tendrá que tener una altura de 11,35 metros. El Ayuntamiento propone la autorización de la presente ampliación, por lo que se considera que cumple con éste parámetro.

Por lo tanto, la ampliación que proponen cumple con todos los parámetros de edificabilidad y de ocupación.


DÉCIMO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola  (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo, las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Cigales, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto y en su virtud,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por mayoría, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para la ampliación de nave de productos cosméticos en el Camino Real nº 8 y 10, en el término municipal de Cigales, promovida por GRUPO TEJEDOR PÉREZ, S.L., DE FORMA PROVISIONAL al tratarse de un uso excepcional en suelo urbanizable sin ordenación detallada, conforme al procedimiento y condiciones previstos en el artículo 313 del RUCyL.


Cuando se apruebe la ordenación detallada, los usos excepcionales previamente autorizados habrán de cesar, sin indemnización alguna, si resultaran incompatibles con la misma. El cese implica también la demolición de las obras vinculadas a dichos usos. A tal efecto el Ayuntamiento revocará la licencia especificando en la resolución el plazo para el cese, incluidas las demoliciones necesarias, que podrá extenderse hasta la entrada en vigor del Proyecto de Actuación.


La jefa del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid propone en este asunto recordar al promotor que tiene que solicitar la licencia ambiental correspondiente.

En este apartado D. Miguel Angel Ceballos, representante de las ONGs en materia de medio ambiente, manifiesta su voto particular que se transcribe a continuación:

“No se justifica el interés público del uso solicitado, conforme a lo requerido por el artículo 57.g) del Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, toda vez que no se aprecia la necesidad del emplazamiento de dicho uso comercial, industrial y de almacenamiento en suelo rústico, a causa de sus específicos requerimientos en materia de ubicación, superficie, accesos, ventilación u otras circunstancias especiales, o por su incompatibilidad con los usos urbanos, teniendo en cuenta la disponibilidad de suelo urbano y urbanizable industrial en el entorno, incluyendo el del área de actividad Canal de Castilla en el municipio de Cigales.
A este respecto, la jurisprudencia es clara a la hora de exigir dicha justificación, como por ejemplo la STSJ de Castilla y León 2131/2013, de 5 de diciembre de 2013, anulatoria de la autorización de uso excepcional en suelo rústico otorgada al Centro de Transferencias de residuos de TRASAN, S.L en el término municipal de Alcazarén.”

Por lo tanto en el momento de la votación vota en contra del acuerdo tratado para la ampliación de nave de productos cosméticos en Cigales.
3.- Informes y Asuntos Varios 

A.3.1.- RECURSO DE ALZADA NAVE AGRICOLA.- FOMPEDRAZA.- (EXPTE. CTU 78/15).

INFORME DE LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO AL RECURSO DE ALZADA INTERPUESTO POR Dª MARÍA DEL HENAR BENITO LÁZARO CONTRA EL ACUERDO DE LA COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, DE 28 DE OCTUBRE DE 2015, POR EL QUE SE ACUERDA OTORGAR LA AUTORIZACION DE USO EXCEPCIONAL EN SUELO RÚSTICO A LA EMPRESA “ALBERTO Y BENITO S.A.” PARA NAVE AGRÍCOLA PARA USO COMO ALMACÉN DE ELEMENTOS VARIOS DE BODEGA EN LAS PARCELAS 25 Y 3185 DEL POLÍGONO 5 (HOY PARCELA 23 DEL POLÍGONO 5 CON Nº CATASTRAL 47064A005000230000DZ), EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE FOMPEDRAZA.

Examinado el recurso de alzada contra el acuerdo epigrafiado y del que son los siguientes sus,

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- En sesión celebrada con fecha 28 de octubre de 2015, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, a partir de ahora CTMAyU,  adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo: 


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para nave agrícola para uso como almacén de elementos varios de bodega, en las parcelas 25 y 3185 del polígono 5 (hoy parcela 23 del polígono 5 con nº catastral 47064A005000230000DZ) en el término municipal de Fompedraza, promovido por la empresa “ALBERTO Y BENITO S.A.”


Se recuerda la obligación del promotor de vincular el terreno al uso autorizado y de hacer constar en el Registro de la Propiedad su condición de indivisible, conforme a lo prescrito por el art. 25.3.c) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y de obras con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos y autorizaciones exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.


El Acuerdo de la CTMAyU de Valladolid, de 28 de octubre de 2015, se notificó al Ayuntamiento de Fompedraza el día 10 de noviembre de 2015 y a la empresa interesada y a Dª Henar Benito Lázaro el 9 de noviembre de 2015.

SEGUNDO.- Contra el Acuerdo mencionado en el apartado anterior Dª. María Henar Benito Lázaro en calidad de parte afectada interpone recurso de alzada en el Registro único de las Consejerías de Agricultura y Ganadería y de Fomento y Medio Ambiente con fecha 4 de diciembre de 2015, ampliando su recurso de alzada con una alegación más mediante escrito presentado en el mismo registro con fecha 10 de diciembre de 2015.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El Consejero de Fomento y Medio Ambiente es el órgano competente para dictar la resolución de este recurso de alzada, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, artículo 60 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad de Castilla y León, en relación con lo dispuesto en el artículo 1 del Decreto 43/2015, de 23 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, así como en el artículo 138.4 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León.

SEGUNDO.- El recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma legal, dentro del plazo establecido en el artículo 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, cumpliendo el resto de los requisitos formales exigidos por los artículos 110 y siguientes de la mencionada norma.

TERCERO.- El recurrente ostenta la legitimación de conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
CUARTO.- Con carácter previo se ha de resaltar que a lo largo del extenso recurso y en cada una de las doce alegaciones realizadas por la recurrente al parecer todos y cada uno de los descargos presentados vienen a justificar la NULIDAD del acuerdo adoptado por la CTMYU y su REVOCACIÓN.
Sin embargo, el Recurso de Alzada presentado no concreta en qué momento y de qué forma se ha producido la nulidad concreta de la que adolece el Acuerdo de CTMAyU recurrido, ya que la nulidad, prevista en el artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común es taxativa y se refiere a causas concretas detallas en el artículo anteriormente mencionado.

Por ello, y siguiendo reiterada Jurisprudencia en relación con lo advertido, no basta  con reseñar en el escrito de Recurso de Alzada la nulidad y su revocación sin más, sino que es exigible que en el recurso formulado se concrete de qué forma se estima por parte de la parte recurrente que se ha producido dicha vulneración. La ausencia de argumentos en este sentido impide estimar este motivo de oposición, pues no le es exigible al órgano resolutor del Recurso de Alzada deducir del contenido del Recurso la aplicación de la nulidad y revocación genéricamente expuestas.

QUINTO.- Antes de realizar el análisis de cada una de las alegaciones vertidas en el recurso y por lo que se refiere a la solicitud de la suspensión del acto administrativo,  de conformidad con lo dispuesto en el artículo 111 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, “la interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado. No obstante, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o de terceros la suspensión y el perjuicio que se causa al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias:

a) que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

b) que la impugnación se fundamente en algunas de las causas de nulidad de pleno derecho prevista en el art. 62.1 de esta Ley.”

Pero, además, según reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, la medida de suspensión de la ejecutividad de los actos administrativos se configura como una excepción a la potestad de autotutela que con carácter general tiene reconocida la Administración Pública.

Para proceder a la suspensión de la ejecución de un acto administrativo, tradicionalmente se ha acudido a la constatación de dos circunstancias, por un lado el "fumus boni iuris", es decir, la apariencia de buen derecho, concretada en la subsunción de las irregularidades del acto recurrido en alguno de los supuestos del artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y por otro el denominado "periculum in mora", o perjuicio causado al recurrente de ejecutarse el acto, que en todo caso se concreta en la producción de daños de imposible o difícil reparación.

Partiendo tanto de lo establecido en el citado artículo 111 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no procede decretar la suspensión de la ejecución de la resolución de 22 de abril de 2005 por las siguientes razones:

· En primer lugar, se debe de valorar si la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación (periculum in mora). Al respecto cabe decir lo siguiente:

El interesado no manifiesta ni concreta los graves perjuicios que la ejecución inmediata del acto puede ocasionar.

Al respecto se ha de hacer notar que la jurisprudencia del Tribunal Supremo parte del carácter excepcional de la suspensión y entiende que quien pretenda beneficiarse de dicha excepción, no sólo ha de aducir motivos por los que tenga que producirse una situación dañosa, sino que además ha de alegarse y probarse la irreparabilidad que posiblemente se siga de la ejecución de la misma, sin que sea suficiente, como hace el solicitante, aducir que la ejecución causa daño de imposible reparación. Se echa en falta pues, un principio de prueba encaminado a demostrar la veracidad de la afirmación (AATS de 22 de marzo y 23 de mayo de 1983). De ello se infiere que corresponde al solicitante la carga de probar adecuadamente la concurrencia de los daños de reparación imposible o difícil que contempla el artículo 111.2 de la Ley 30/1992, (en este sentido también se pronuncia el Tribunal Supremo en Auto de 16 de marzo de 1994), actuación que no se ha llevado a cabo en el presente caso, en el que el solicitante limita su actividad a señalar los, a su juicio, posibles perjuicios, pero sin acreditar en modo alguno la existencia y entidad de éstos. 

·  El segundo requisito necesario para que pueda accederse a la estimación de la solicitud de suspensión es la apariencia de buen derecho. Pues bien, no se observa ningún vicio determinante de la nulidad en la resolución recurrida dado que en el procedimiento administrativo se han respetado los trámites y garantías que son preceptivos de acuerdo con la legalidad vigente.


Por otra parte, hay que dejar claro que la autorización de uso excepcional en suelo rústico otorgada y que ahora se recurre, no otorga en modo alguno y por sí sola derechos para poder ejecutar lo que la recurrente considera como acciones perjudiciales o de imposible reparación, pues es lo cierto que el pronunciamiento de la CTMAyU es tan sólo un paso previo para que, posteriormente, el Ayuntamiento conceda o no las correspondientes licencias urbanísticas.

Por lo que, a la vista de lo expuesto se desestima la solicitud de suspensión de la ejecución del Acuerdo de la CTMAyU de 28 de octubre de 2015, instada por Dª. MARÍA HENAR BENITO LÁZARO.

SEXTO.- En relación con los motivos aducidos en el recurso en contra de lo dispuesto en el Acuerdo de la CTMAyU, de 28 de octubre de 2015, procede indicar que el recurrente reitera parcialmente las alegaciones formuladas al Ayuntamiento de Fompedraza ya rebatidas a través de las motivaciones realizadas en el Acuerdo de la CTMAyU por el que se otorga la autorización de uso excepcional en suelo rústico, para nave agrícola para uso como almacén de elementos varios de bodega, en las parcelas 25 y 3185 del polígono  5 (hoy parcela 23 del polígono 5 con nº catastral 47064A00500230000DZ), en el término municipal de Fompedraza, promovido por la empresa “ALBERTO Y BENITO S.A”.

Afirma la recurrente en primer lugar que Servicio Territorial  de Fomento de Valladolid requirió reiteradamente al Ayuntamiento para que enviase documentación y que el Ayuntamiento de Fompedraza no realizó ni emitió ningún informe propio, objetivo e independiente sobre las alegaciones presentadas y que el informe remitido por el Ayuntamiento de Fompedraza debería haber sido rechazado por el Servicio Territorial de Fomento.


Para rebatir el motivo presentado, según lo determinado en el artículo 71.1  de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, al faltar requisitos establecidos en la legislación sectorial, concretamente en el Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, para la concesión de la autorización excepcional en suelo rústico para nave agrícola para uso como almacén de elementos varios de bodega, se requirió al Ayuntamiento interesado para que en el plazo señalado acompañase los documentos preceptivos por el Servicio Territorial de Fomento cumpliendo diligentemente su actividad administrativa, pese a la consideración ofrecida por la recurrente.


Por otro lado, el expediente cuenta con todos los informes jurídicos y técnicos preceptivos emitidos por los órganos competentes para llevarlos a cabo, al igual que el  informe del Alcalde de Fompedraza de 12 de agosto de 2015  por el que se propone la autorización simple de uso excepcional de suelo rústico para nave agrícola en parcelas 25 y 3185 del polígono 5 de Fompedraza a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, así como el informe del Alcalde de 23 de septiembre de 2015 mediante el que procede a contestar a cada una de las alegaciones planteadas por Dª María del Henar Benito Lázaro, no pudiendo, por tanto, admitir la alegación formulada.

Se alega a continuación que no se acredita suficientemente el interés público y que la actividad que se pretende desarrollar es tremendamente perjudicial para la recurrente y su familia y para el resto de los vecinos de Fompedraza.


Sin embargo, tanto la necesidad de emplazamiento en suelo rústico como el interés público de la actuación, están debidamente considerados y argumentados en el informe del Ayuntamiento de Fompedraza, de fecha 12 de agosto de 2015, que obra en el expediente, en el que propone a la Comisión Territorial de Urbanismo la autorización simple de uso excepcional en suelo rústico para ubicar la nave agrícola en parcelas 25 y 3185 del Polígono 5 de Fompedraza: 

1º- Porque consideramos provechoso y de interés público ubicar la nave agrícola en suelo rústico dado que está vinculada a la Bodega de Alberto y Benito SA y Fompedraza no dispone de suelo industrial para ubicarla en aquel.

2º- Por la incompatibilidad con usos urbanos.


Respecto a los perjuicios alegados para la recurrente y el resto de los vecinos del municipio que nos ocupa, en el supuesto abordado no se observa daño alguno al vecindario municipal pues las únicas quince alegaciones presentadas al trámite de información pública corresponden a la propia recurrente sin concretar los perjuicios efectivamente producidos.


Otra llamativa inserción en la alegación tratada es la presunta necesidad de respaldo del Pleno Municipal del informe presentado por parte del Ayuntamiento de Fompedraza.  Al respecto, únicamente señalar la ignorancia de la normativa aplicable por parte de la interesada, pues en ningún caso se advierte tal exigencia del contenido normativo en el que se establece el procedimiento para llevar a cabo la autorización de usos excepcionales prevista en los artículos 306 a 308 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


De lo expuesto, no se puede valorar de manera positiva la segunda de las alegaciones propuestas.


Respecto al tercer y noveno descargos relativos a la dotación de los servicios  que precise el uso autorizado y a la vinculación exclusiva del uso a la actividad de bodega, la recurrente manifiesta que se vulnera el artículo 308 a) y b) del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León. Frente a los descargos expuestos, advertir que ninguno de ellos puede prosperar pues se trata de argumentos subjetivos sin fundamentación jurídica alguna; de igual modo tampoco se plantea la irregularidad de ninguno de los fundamentos de derecho del Acuerdo de 28 de octubre de 2015 de la CTMAyU de Valladolid, desechando los mismos.

La nave agrícola es un elemento auxiliar a la bodega sin suponer en ningún momento un cambio en la naturaleza rústica de los terrenos, asegurando de igual modo el carácter aislado de la construcción así como la compatibilidad con los valores protegidos por la legislación sectorial, todo ello viene ampliamente recogido en los fundamentos de derecho tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo del Acuerdo de 28 de octubre de 2015 de la CTMAyU de Valladolid. 

A mayor abundamiento, es preciso mencionar igualmente en relación con la vinculación del uso que reiterada y repetida Jurisprudencia, entre ellas STS de la Sala 3ª de lo contencioso-administrativo de 8 de noviembre de 2012, establece que: “Los terrenos que se encuentren en el suelo rústico se utilizarán de conformidad con su naturaleza, debiendo dedicarse, dentro de los límites que dispongan las leyes y la ordenación territorial y urbanística, al uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos naturales”, como sucede en el supuesto abordado, pues la exclusividad de vinculación a ese uso concreto de bodega, debería de estar legalmente establecida; de tal modo que no resultando así y siendo una utilización racional de los recursos naturales la construcción de la nave para almacenamiento, se desestiman los dos motivos planteados.


Posteriormente, manifiesta la recurrente que el Acuerdo de la CTMyU no está motivado, como exige la norma, pues no se hace ninguna referencia a sus alegaciones realizadas ante el Ayuntamiento de Fompedraza. Además señala la interesada en el recurso que no tiene constancia de ningún informe de la Diputación Provincial de Valladolid, tal y como es preceptivo según artículo 293.5 RUCYL

Pese a lo expuesto por la parte actora, el Acuerdo de la CTMyU de 28 de octubre de 2015 se encuentra perfectamente motivado en la Fundamentación Jurídica del mismo como ya se ha expuesto en el apartado 3.

Por otro lado, y agrupando a este motivo el décimo primero planteado, la CTMyU no se considera competente para tener o no en cuenta las alegaciones formuladas por terceros. Tal cuestión, es de estricta competencia municipal y su valoración, de acuerdo con el artículo 307.5 a) RUCYL, corresponde al Ayuntamiento, que efectivamente ha realizado, obrando en el expediente informe de 23 de septiembre de 2015 del Ayuntamiento de Fompedraza por el que se procede a contestar a la totalidad de las alegaciones formuladas por Dª. Henar Benito Lázaro al expediente CTU 78/15.


Respecto a la vulneración del artículo 293.5 RUCYL, tampoco puede prosperar pues de igual modo el informe de la Diputación existe y obra en el expediente, siendo de fecha 27 de mayo de 2015.

   Reiterada Jurisprudencia, concretamente la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª, Sentencia de 29 de marzo  de 2012 en relación a la cuestión alegada relativa a falta de motivación la Sala sostiene que «basta con examinar la resolución impugnada para entender que la motivación del acto cumple con lo exigido por el art. 54.1 de la Ley 30/1992,  que dispone que ha de hacerse una “sucinta referencia a hechos y fundamentos de derecho" que permita conocer, según reiterada jurisprudencia (STS de 31-10-1995) "los criterios esenciales fundamentadores de la toma de decisión, es decir, la "ratio decidendi" determinante del acto, sirviendo así adecuadamente de instrumento necesario para acreditar su conformidad al ordenamiento jurídico administrativo aplicable y para facilitar a las partes la propia convicción sobre su corrección o incorrección jurídica, a efecto de los posibles recursos". 

Dado que el Acuerdo de 28 de octubre de 2015 de la CTMAyU expone cómo se ha realizado la valoración para proceder a la autorización  de uso excepcional en suelo excepcional en suelo rústico, estableciendo la referencia de hechos y fundamentos de derecho que exige la ley, conteniendo en consecuencia motivación suficiente.

Respecto  a las alegaciones quinta, sexta, séptima y octava la recurrente manifiesta que se ha incumplido el artículo 56 del Decreto 22/2004, de 9 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RUCYL),  dado que existen una serie de fincas de su propiedad que se verán cercadas por un complejo industrial en los que ha denominado “Asfixia Urbanística”.


Igual suerte, en cuanto a su desestimación, han de correr las precitadas alegaciones dado que, conforme a lo que se establece en el fundamento de derecho séptimo del Acuerdo recurrido, la instalación cumple con todos los parámetros urbanísticos tanto de parcela mínima, superficie máxima construida, ocupación de parcela, retranqueos a linderos etc.

Sostiene, a continuación la nulidad del Acuerdo recurrido por incumplimiento del artículo 58.b) RUCYL, ya que en el procedimiento de autorización el precitado artículo exige “imponerse las cautelas que procedan” y no se advierte en el Acuerdo que se recurre ninguna precaución o reserva por parte de la Comisión que adoptó el citado acuerdo.


No puede prosperar tal motivo de recurso por cuanto en el Acuerdo recurrido sí que se expresan las cautelas que el órgano decisor consideró procedentes, como son:

· Recordar la obligación del promotor de vincular el terreno al uso autorizado y de hacer constar en el Registro de la Propiedad su condición de indivisible, conforme a lo prescrito por el art. 25.3.c) de la Ley de Urbanismo de Castilla y León.

· También se señala que la autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y de obras con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos y autorizaciones exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

En noveno lugar la interesada plantea que en Fompedraza ya existen tres bodegas y, por ello, debería crearse una zona industrial para la instalación de las mismas, siendo necesario una actualización de las NUM.

          Pese a la consideración ofrecida, esta Administración sólo puede rebatir cuestiones de estricta legalidad que afecten al Acuerdo adoptado por la CTMYU de 28 de octubre de 2015 ahora rebatido, no pudiendo contestar a la petición de la interesada que en nada afecta a la a legalidad del Acuerdo impugnado.

           En décimo lugar, el hecho de que Dª María del Henar Benito presentase Recurso de Alzada frente al Acuerdo de 30 de junio de 2015 no vincula para nada a este expediente cuyo objeto y Acuerdo recurrido es diferente, por tanto, se inadmite la alegación formulada.


  Por último, en el décimo segundo motivo añadido al Recurso de Alzada planteado mediante escrito registrado el 10 de diciembre de 2015, se manifiesta que las obras y la nueva actividad referidas y especificadas en el acuerdo alcanzado por la CTU 78/15, objeto del presente recurso, se encuentran dentro de las áreas afectada por la tercera modificación puntual de las normas urbanísticas descrita en la publicación del Boletín Oficial de la Provincia publicado el 9 de diciembre de 2015 por el que se hace pública la suspensión del otorgamiento de las licencias urbanísticas de construcciones o instalaciones de nueva planta, ampliación, demolición o cambio de uso de las mismas, en las áreas afectadas por la tercera modificación puntual de las normas urbanísticas de Fompedraza hasta la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento, y como máximo dos años, en cuanto en ellas se propone la modificación del régimen urbanístico vigente.

            Para refutar la última de las alegaciones formuladas es preciso apostillar que según lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa; por tanto el Acuerdo de 28 de octubre de 2015, por el que la CTMAyU otorga la autorización de uso excepcional en suelo rústico, para nave agrícola para uso como almacén de elementos varios de bodega en las parcelas 25 y 3185 del polígono 5 (hoy parcela 23 del polígono 5 con nº catastral 47064A005000230000DZ) en el término municipal de Fompedraza, promovido por la empresa “ALBERTO Y BENITO S.A.”, surtió efectos a partir del día 29 de octubre de 2015, posibilitando al Ayuntamiento a partir del día siguiente a la notificación del precitado Acuerdo otorgar las oportunas licencias urbanísticas de construcciones o instalaciones de nueva planta, ampliación, demolición o cambio de uso de las mismas en las áreas afectadas por la modificación puntual de las normas urbanísticas de Fompedraza hasta el 9 de diciembre de 2015, pues a partir del día 10 del mismo mes, surte efectos la suspensión publicada en el Boletín Oficial de la Provincia de Valladolid.

Por ende, si a la finca 23 del polígono 5 de Fompedraza, incluida en el área de la modificación urbanística ya se le había otorgado la licencia urbanística en el período comprendido desde la adopción del Acuerdo de 28 de octubre de 2015 hasta el 9 de diciembre de 2015, sería válida y legal, no pudiéndose valorar de manera positiva el descargo presentado.

    Por lo que, a la vista de lo expuesto no se advierten motivos para la estimación del Recurso de Alzada interpuesto.

VISTOS los artículos citados, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y demás disposiciones vigentes de general aplicación, 


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, INFORMAR EN SENTIDO DESESTIMATORIO EL RECURSO DE ALZADA interpuesto por Dª. MARÍA DEL HENAR BENITO LÁZARO, contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 28 de octubre de 2015, de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en León, por el que se otorga la autorización de uso excepcional en suelo rústico, para nave agrícola para uso como almacén de elementos varios de bodega en las parcelas 25 y 3185 del polígono 5 (hoy parcela 23 del polígono 5 con nº catastral 47064A005000230000DZ), en el término municipal de Fompedraza, promovido por la empresa “ALBERTO Y BENITO S.A.”, confirmando el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de 28 de octubre de 2015 A.2.2.- NAVE AGRÍCOLA.-FOMPEDARAZA.- (EXPTE. CTU 78/15), por ser ajustado a derecho.

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  “B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- Expedientes de actividades de instalaciones sometidas a la tramitación establecida en el régimen de licencia ambiental 

B.1.1. Expte.- 1/2016.- PLANTA DE TRATAMIENTO DE RESIDUOS DE CONSTRUCCIÓN Y DEMOLICIÓN en CORCOS, Parcela 5211, Polígono 6. Solicitado por TOCAB 96, S.L.

ANTECEDENTES:

Fecha de solicitud de la licencia al Ayuntamiento: 15/07/2014

Fecha de entrada en el Servicio Territorial: 12/12/2015
Información pública: B.O.P. de 22/10/15, tablón de edictos y notificación a colindantes

Informe favorable de Alcaldía y del Arquitecto de la Diputación Provincial. 

Alegaciones: Ninguna.

Informes sectoriales favorables:

-
Unidad y Mejora del ST de Medio Ambiente de 27 de enero de 2016.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO:

El objeto del proyecto es la descripción una planta de tratamiento de residuos de construcción y demolición (RCD’s) y de residuos industriales no peligrosos (RINP), entre los que se encuentran maderas, papel, cartón, plástico, textiles, metales y vidrio principalmente, cuya actividad consiste en la valorización de estos, mediante su reciclaje, estableciendo procesos de separación y trituración.

Se ubica en suelo rústico común, en una parcela de 13.274 m². La capacidad de tratamiento es de 24.000 t/año (75% de RCD’s y 25% RINP).

Disponen de caseta de oficinas y báscula en la zona de recepción y pesaje, de grupo electrógeno y de depósito de agua.

Tienen una playa de descarga de 114 m² que se dispondrá en el interior de una nave, por lo que estará cubierta e impermeabilizada, donde se realiza una valorización primaria, realizando una separación de residuos, los cuales se dispondrán en contenedores específicos. Los RCD´s resultantes de esta separación, se descargan en la trituradora, obteniendo áridos de distintas granulometrías. Los RINP limpios son acopiados y tendrán una valorización comercial. Los rechazos no valorizables se llevan a vertedero autorizado y los residuos peligrosos son retirados por gestores autorizados. La zona de descarga de la playa dispondrá de sumideros y una red de tuberías de drenaje, que recogerán la escorrentía de la playa y la conducirán a una arqueta de lixiviados

INFORME: 

Visto el informe de la Sección de Protección Ambiental, y en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 27 de la Ley 11/2003 de 8 de abril de Prevención Ambiental de Castilla y León y el artículo 5 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, esta Comisión propone informar FAVORABLEMENTE el expediente, condicionado al cumplimiento de lo siguiente:

· Con anterioridad a la Comunicación de Inicio deberá:

· Presentar un informe realizado por una Entidad de Evaluación Acústica, según lo establecido en el artículo 30.3  de la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, en el que se acredite, como mínimo, el cumplimiento de los niveles de inmisión sonora exigidos en el Anexo I.

· Solicitar Autorización de Gestor de Residuos al Servicio Territorial de Medio Ambiente conforme al artículo 27 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, no pudiendo ejercer la actividad de gestión de residuos sin tener dicha autorización.

· Conforme al artículo 29.4 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados, las empresas que hayan obtenido autorización para el tratamiento de residuos quedan exentas de presentar comunicación previa de industrias o actividades productoras de residuos. Los residuos generados durante la fase de construcción deberán ser gestionados conforme a lo exigido en la normativa vigente.

· Se implantará una pantalla vegetal entremezclando especies arbustivas y arbóreas de hoja perenne y de hoja caduca propias de la zona, con la densidad y disposición, alineada o en grupos, que permita asegurar la integración paisajística de la explotación.

· Deberá solicitar autorización de uso excepcional en suelo rústico ante la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo.

La licencia ambiental objeto de la Ley 11/2003, de 8 de Abril, de Prevención Ambiental, lo será sin perjuicio de aquellas otras autorizaciones que la citada actividad pudiera requerir por razones fiscales, de ordenación del territorio y urbanismo, exigencia de la correspondiente legislación sectorial o seguridad para personas y bienes.

En función de sus competencias, los servicios técnicos municipales comprobaran cuando proceda, que la actividad se ajusta a las prescripciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

Según lo establecido en la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, en su Disposición Final Octava. Modificación de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León; se producirá caducidad de la licencia ambiental cuando la actividad, instalación o proyecto no comience a ejercerse o ejecutarse en el plazo de 4 años desde el otorgamiento de la licencia, siempre que en esta no se fije un plazo superior.

A efectos de documentación y archivo del expediente, el Ayuntamiento deberá notificar a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, como parte interesada del procedimiento,  la fecha y texto de la licencia ambiental (Art. 32 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental) así como posteriormente, el inicio de la actividad.

2.- Expedientes de actividades o proyectos sometidos al procedimiento ordinario de evaluación de impacto ambiental (EIA) 

B.2.1. EIA/AA-VA-03-2015: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE EJECUCIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE LA EXPLOTACIÓN AVÍCOLA DE 362.544 POLLITAS DE RECRÍA, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE MEGECES (VALLADOLID), PROMOVIDO POR GRANJA PINILLA, S.L.


El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 40.000 plazas de gallinas.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto se ubica en la parcela nº 68 del polígono 2, en el término municipal de Megeces (Valladolid), con una superficie de 17.558,6 m2. La parcela se localiza en Suelo Rústico Común.


El proyecto evaluado tiene por objeto la recría de pollitas para conseguir unas ponedoras capaces de manifestar al máximo su potencial genético de producción de huevos a lo largo de su vida productiva.


Las pollitas llegan a la explotación con 1-2 días de vida. Los animales permanecen en la explotación 17-18 semanas.


Se construirán 2 naves ganaderas iguales de 2.314 m2 cada una.


La explotación se completa con una nave de oficina – vestuarios – almacén y cuarto de automatismos, 3 silos de alimentación para cada nave, pozo, depósito de agua de 20.000 litros, fosa séptica y vallado perimetral.


El sistema de explotación es de celdas en batería colocadas en 6 pisos.


El estiércol se llevará a las naves de almacenamiento y secado de gallinaza de la granja de la sociedad ubicada en la parcela 5116 del polígono 1 de Megeces, situada a 600 m de la parcela de la  granja de recría de pollitas.


La producción de estiércol se estima en 2.357 m3 (1.178 t); los suelos agrícolas donde se realizará su vertido controlado se localizan en los términos municipales de Cogeces de Íscar, Megeces y Alcazarén, todos en la provincia de Valladolid, y este último situado en zona vulnerable a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero.


En las parcelas que se ubiquen en este término municipal se aplicará la Orden MAM/2348/2009, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el programa de actuación de las zonas vulnerables a la contaminación por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero designadas de Castilla y León por el Decreto 40/2009, de 25 de junio.


La superficie de las parcelas para la gestión del estiércol es de 78,99 ha; de ellas, 12,67 del término municipal de Alcazarén.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL


El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras. La eficacia de las medidas correctoras propuestas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.-  Con fecha 13 de agosto de 2015 tiene entrada en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental, adjuntando proyecto de ejecución y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, y en el artículo 49.3 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 215, de 6 de noviembre de 2015, no habiéndose recibido alegaciones. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió al Ayuntamiento de Megeces para su exposición en el tablón de anuncios del Ayuntamiento durante un plazo de 30 días.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de Megeces.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA.

Afección a Red Natura 2000.- Consta en el expediente informe emitido el 15 de diciembre de 2015 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid en cuanto a las afecciones que puede generar el proyecto sobre el medio natural, en el que se indica que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquélla.

Tampoco existe coincidencia con montes de utilidad pública, vías pecuarias, zonas húmedas catalogadas ni espacios naturales protegidos, ni se prevé afección a especies con planificación de protección vigente, ni a especies incluidas en el Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León, ni a ejemplares incluidos en el Catálogo de Especímenes Vegetales de singular relevancia de Castilla y León.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe remitido desde el Servicio Territorial de Cultura de Valladolid en el que se determina la inexistencia de afecciones del proyecto y que fue informado favorablemente por la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid en sesión de 9 de septiembre de 2015.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar
FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere al “Proyecto de ejecución de construcción de explotación avícola de 362.544 pollitas de recría”, en la parcela 68 del polígono 2 del término municipal de Megeces (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de septiembre de 2015, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.-  Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los estiércoles que se generen en la explotación.
b) Lazareto.- La explotación deberá disponer de algún tipo de instalación susceptible de ser empleada como lazareto.
c) Gestión de estiércoles.- El estiércol producido en la explotación se utilizará como abono orgánico mediante la aplicación en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de los estiércoles, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación del estiércol en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los estiércoles producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e incorporación al terreno.

d) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación o actividad ganadera la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo en todo momento una correcta gestión de los estiércoles. En consecuencia, para la distribución y aplicación del estiércol producido anualmente en la totalidad de la explotación, se estima admisible la utilización de la superficie de 78,99 ha., y se considera acreditada su disponibilidad.

e) Libro de registro.-
Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los estiércoles producidos, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con estiércol en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

f) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de estiércoles y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas eficientes..

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

g) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de la fosa séptica y de las conducciones, así como de las soleras de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
h) Producción de olores y molestias.-
Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de estiércol se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

i) Protección de las aguas.-
En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

j) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
k) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica en el interior de la nave para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

l) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
m) Eliminación de cadáveres.- 
En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

n) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
ñ)
Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

o)
Integración paisajística.- Los acabados exteriores de cubiertas, cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes con las características del entorno y las tradiciones locales, y cumpliendo en todo caso lo previsto al efecto en la normativa urbanística vigente.

p)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión de estiércol, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4. Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si, pese a lo actuado, apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta Declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

8. Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10. Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
11. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

B.2.2. EIA/AA-VA-05-2015: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO BÁSICO PARA LA AMPLIACIÓN DE UNA EXPLOTACIÓN PORCINA PARA CERDAS MADRE Y LECHONES EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE SERRADA (VALLADOLID), PROMOVIDO POR AGROSERRADA, S.L.


El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 750 plazas para cerdas de cría.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto pretende ampliar la granja existente de 800 cerdas con lechones hasta 6 Kg para tener 1.500 cerdas con lechones hasta 20 Kg y 264 cerdas de reposición.


Para dicha ampliación se construirá una nave ganadera de 3.900 m2 y una balsa de purines de 4.700 m3. La explotación se localiza en la parcela nº 29 del polígono 501 del término municipal de Serrada (Valladolid); la parcela tiene una superficie de 36.630 m2 y se localiza en Suelo Rústico Común, Tipo 1.


La producción de purines estimada es de 9.840 m3; los suelos agrícolas donde se realizará su vertido se localizan en los términos municipales de Ventosa de la Cuesta, Rueda, Pozaldez y Matapozuelos, todos en la provincia de Valladolid, y este último situado en zona vulnerable a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero.


La superficie de las parcelas para la gestión del purín es de 222,97 ha; de ellas, 33,17 del término municipal de Matapozuelos.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL


El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras. La eficacia de las medidas correctoras propuestas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.-  Con fecha 22 de septiembre de 2015 tiene entrada en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental, adjuntando proyecto de ejecución y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, y en el artículo 49.3 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 211, de 30 de octubre de 2015. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se expuso en el tablón de anuncios del Ayuntamiento de Serrada durante un plazo de 30 días. No se han recibido alegaciones.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero, que emite informe.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de Serrada, que emite informe.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA.

Afección a Red Natura 2000.- Consta en el expediente informe emitido el 22 de diciembre de 2015 por el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid en cuanto a las afecciones que puede generar el proyecto sobre el medio natural, en el que se indica que no existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000, y concluye que las actuaciones previstas no tendrán efectos negativos especiales sobre los elementos del medio natural.

Tampoco existe coincidencia con montes de utilidad pública, vías pecuarias, zonas húmedas catalogadas ni con espacios naturales protegidos, ni se prevé afección a especies con planificación de protección vigente, ni a especies incluidas en el Catálogo de Flora Protegida de Castilla y León, ni a ejemplares incluidos en el Catálogo de Especímenes Vegetales de singular relevancia de Castilla y León.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe remitido desde el Servicio Territorial de Cultura de Valladolid en el que se determina la inexistencia de afecciones del proyecto y que fue informado favorablemente por la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid en sesión de 11 de noviembre de 2015.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar
FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere al “Proyecto Básico para la ampliación de una explotación porcina para cerdas madre y lechones”, en la parcela 29 del polígono 501 del término municipal de Serrada (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de septiembre de 2015, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.-  Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación.
b) Almacenamiento de purín.-
La capacidad útil de la balsa para el almacenamiento de purines, ubicada en el exterior de la nave, deberá ser suficiente para su retención durante los períodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y, en todo caso, para un período no inferior a tres meses, según lo estipulado en el Real Decreto 324/2000, de 3 de marzo, por el que se establecen normas básicas de ordenación de las explotaciones porcinas.
De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de granja y la gestión de las deyecciones mediante valorización agrícola, se estima suficiente el volumen de almacenamiento de la balsa de purines, con una capacidad de 4.700 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de la nave y de los márgenes de seguridad apropiados. En ningún caso podrán almacenarse purines fuera de las instalaciones previstas para este fin.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel. Deberá disponer de una valla metálica perimetral para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con un dispositivo adecuado que permita la salida en caso de caída accidental.

Se mantendrá en perfecto estado de conservación, garantizando en todo momento las condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

c) Gestión de purines.- Teniendo en cuenta los datos aportados en la memoria técnica, el purín producido en la explotación se gestionará mediante utilización como abono orgánico-mineral en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados. Cualquier variación de dicha gestión deberá ser comunicada al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
El titular de la explotación, para la gestión correcta de los purines, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero, y se aprueba el Código de Buenas Prácticas Agrarias, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno.

d) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación citada la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo, en todo momento, una correcta gestión de los purines. En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, se estima admisible la utilización de la superficie de 224,97 ha., y se considera acreditada su disponibilidad.

Cualquier cambio en la superficie agrícola destinada a este fin deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

e) Libro de registro.-
Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los purines producidos, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con purín en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

f) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

g) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de la balsa y de las conducciones, así como de la solera de la nave y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
h) Producción de olores y molestias.-
Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de purín se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

i) Protección de las aguas.-
En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

j) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
k) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica en el interior de la nave para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

l) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
m) Eliminación de cadáveres.- 
En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

n) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
ñ)
Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

o)
Integración paisajística.- Los acabados exteriores de cubiertas, cerramientos y silos presentarán tonalidades cromáticas acordes con las características del entorno y las tradiciones locales, y cumpliendo en todo caso lo previsto al efecto en la normativa urbanística vigente.

p)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión del purín, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4. Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas, durante la fase de obras, así como en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación.

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si, pese a lo actuado, apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

8. Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

9. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

10. Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
11. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

3.- Expedientes de actividades o proyectos sometidos al procedimiento simplificado de E.I.A. 

B.3.1. EIA-VA-2015-26: PROYECTO DE AUMENTO DE LA CAPACIDAD DE PRODUCCIÓN EN LA PLANTA DE CRYSTAL PHARMA en BOECILLO. Solicitado por CRYSTAL PHARMA, S.A.U.

PROPUESTA DE INFORME DE IMPACTO AMBIENTAL DEL PROYECTO DE AUMENTO DE LA CAPACIDAD DE PRODUCCIÓN EN LA PLANTA DE CRYSTAL PHARMA EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE BOECILLO (VALLADOLID), PROMOVIDO POR CRYSTAL PHARMA S.A.U. 

El proyecto de ampliación se somete a evaluación de impacto ambiental simplificada en función de lo establecido en el artículo 49.2 del Decreto Legislativo 1/2005, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, al tratarse de una modificación de un proyecto ya autorizado que pueda tener efectos adversos significativos sobre el medio ambiente, cuando tomando como referencia los datos contenidos en el documento ambiental del proyecto o, en su caso, en el estudio de impacto ambiental del proyecto en cuestión, la modificación suponga: 

a) Un incremento superior al 50% de las emisiones a la atmósfera,

b) un incremento superior al 50% de los vertidos a los cauces públicos,

c) un incremento superior al 50% de la generación de residuos,

d) un incremento superior al 50% de la utilización de recursos naturales,

e) una afección a Espacios Protegidos Red Natura 2000,

f) una afección significativa al patrimonio cultural.

La Delegación Territorial, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer en el ámbito de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas en el artículo 11.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental, en virtud del artículo 52.2.a) del Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León.
ANTECEDENTES

La empresa está desarrollando desde hace años la actividad de fabricación de principios activos farmacéuticos.

Las disposiciones administrativas con las que cuenta la empresa son las siguientes:

· Resolución de 14 de abril de 2003, de la Consejería de Medio Ambiente, por la que se hace pública la Declaración de Impacto Ambiental sobre el proyecto de planta piloto, oficinas y laboratorios para la fabricación de principios activos farmacéuticos en el Parque Anexo al Parque Tecnológico de Boecillo, promovido por Ragactives S.L.

· Resolución de 22 de octubre de 2008, de la Dirección General de Prevención Ambiental y Ordenación del Territorio por la que se hace pública la Autorización Ambiental a Ragactives S.L. para una planta de fabricación de productos farmacéuticos, en el término municipal de Boecillo.

· Orden FYM/200/2014, de 11 de marzo, por la que se actualiza la Autorización Ambiental otorgada a la planta de fabricación de productos farmacéuticos, titularidad de Cristal Pharma S.A.U., en el término municipal de Boecillo mediante modificación de la Orden de 26 de septiembre de 2008, de la Consejería de Medio Ambiente.

De acuerdo a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, se procedió a realizar el trámite de consultas a las Administraciones públicas afectadas y a las personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental referido, solicitando informe a los siguientes organismos:

· Confederación Hidrográfica del Duero.

· Diputación de Valladolid.

· Ayuntamiento de Boecillo.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· Servicio de Evaluación Ambiental y Auditorías Ambientales de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente.

· Servicio de Prevención Ambiental y Cambio Climático de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente.

· Servicio de Control de la Gestión de los Residuos de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente.

· Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo.

· Agencia de Protección Civil de la Junta de Castilla y León.

Se han recibido informes de las siguientes Administraciones e Instituciones:

· Confederación Hidrográfica del Duero, emite informe en relación a los vertidos que realiza la empresa al colector municipal del Parque Tecnológico de Boecillo, que cuenta con Autorización de vertido otorgada al Ayuntamiento de Boecillo.

· Diputación de Valladolid, que informa que la documentación no contempla distintas alternativas en el incremento productivo.

· Ayuntamiento de Boecillo, informa sobre la solicitud de autorización de vertido para la planta de no esteroides, que se encuentra a la espera de medidas correctoras para cumplir con los niveles de vertidos permitidos. 

· Servicio de Evaluación Ambiental y Auditorías Ambientales, que informa que el proyecto debería someterse a evaluación de impacto ambiental ordinaria, principalmente por la utilización de recursos naturales, la generación de residuos y las características del potencial impacto.  

· Servicio de Control de la Gestión de los Residuos, que comunica que el aumento de capacidad de la instalación no conlleva un cambio en la actividad industrial desarrollada y por tanto no precisará de autorización para el tratamiento de residuos conforme la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados.

· Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo, informa que deberán legalizarse las infraestructuras necesarias cumpliendo lo establecido en los reglamentos de seguridad industrial que le sean de aplicación.

· Agencia de Protección Civil, que informa que el establecimiento no está afectado por el Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se aprueban las medidas de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves, al no superarse los umbrales de almacenamiento de sustancias peligrosas. 

A continuación se relacionan los criterios mencionados en el Anexo III de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, para el estudio de la posible afección significativa del proyecto:

1.– CARACTERÍSTICAS DEL PROYECTO.

Las características básicas del proceso de producción no van a modificarse. El incremento productivo prevé incrementar en más de un 50% las cantidades finales anuales. La producción anual máxima autorizada es de 600 kg, y se estima que si las demandas de mercado lo exigen, podrá llegarse a producirse una cantidad máxima de 4,5 toneladas al año.   

El incremento productivo afectará en mayor o menor medida a los consumos actuales de agua, energía eléctrica, combustibles y materias primas. También se producirá un aumento de las emisiones fijas de proceso y de gases de combustión, así como de emisiones difusas. Por otra parte, los vertidos, emisiones de ruidos y la generación de residuos verán aumentadas sus proporciones respecto de la cantidad final de producto final obtenido.

2.– UBICACIÓN DEL PROYECTO.

La ampliación de la actividad se localizará en las instalaciones donde actualmente la empresa desarrolla los procesos de fabricación de principios activos farmacéuticos (parcelas 2 y 3 del Parque Tecnológico de Boecillo “Las Arroyadas”). Según el proyecto, no será necesario realizar ninguna nueva construcción, necesitándose únicamente la instalación de un sotechado lateral para ubicación temporal de residuos. 

3.– CARACTERÍSTICAS DEL POTENCIAL IMPACTO.

Existirán aumentos en las emisiones atmosféricas de la instalación, en los vertidos, en la generación y aparición de nuevos residuos (que pasarán de una producción de 328 toneladas al año hasta las 1028 toneladas estimadas). Igualmente se producirán aumentos en el uso de recursos naturales y materias primas utilizadas, así como en el consumo de energía eléctrica, combustibles, aguas de proceso, etc.

Dada la entidad y naturaleza de la ampliación propuesta se estima que el impacto deberá ser analizado adecuadamente en el procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria, en el que se deberá elaborar un estudio de impacto ambiental que deberá recoger medidas correctoras que minimicen la afección derivada del proyecto y un programa de vigilancia ambiental que garantice la aplicación y el seguimiento de la efectividad de las mismas, cuya amplitud y nivel de detalle se comunicará al promotor. 

Por su situación geográfica no presenta carácter transfronterizo alguno.

Por todo lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, acuerda informar que el proyecto de aumento de la capacidad productiva en la planta de Crystal Pharma S.A.U. localizada en el término municipal de Boecillo (Valladolid), debe someterse a una evaluación de impacto ambiental ordinaria por tener efectos significativos sobre el medio ambiente en los términos establecidos en el presente informe de impacto ambiental, sin perjuicio del cumplimiento de otras normas vigentes de tipo ambiental o sectorial que le sean de aplicación. 

Objeto de recurso: De conformidad a lo establecido en el artículo 47.6 de la Ley de evaluación ambiental, el informe de impacto ambiental no será objeto de recurso alguno sin perjuicio de los que, en su caso, procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en su caso, de autorización del proyecto.


Siendo las diez horas y cuarenta y cinco  minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión, sin que se formularan ruegos ni preguntas por los asistentes.
De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 

LA SECRETARIA DE LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO


Vº Bº

EL PRESIDENTE

Fdo.: Isabel Fernández Contero.

Fdo.: D. Pablo Trillo – Figueroa y Martínez - Conde
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